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TRIBUNAL ESTATAL DE 

JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 311/2018-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTORA DE CATASTRO Y DESARROLLO URBANO DEL AYUNTAMIENTO DE SAN LUIS POTOSI Y OTRA.
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR. 

San Luis Potosí, S.L.P., a  veintiséis de junio de dos mil dieciocho.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio  contencioso administrativo número 311/2018-3, promovido por **********contra actos de la Directora de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de San Luis Potosí y el Subdirector de Administración y Desarrollo Urbano, Coordinación de Administración Urbana del Ayuntamiento de San Luis Potosí; y,
R E S U L T A N D O
UNICO.- Mediante acuerdo de seis de abril de dos mil dieciocho, se tuvo por recibido el escrito firmado por**********mediante el cual demanda  de la Directora de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de San Luis Potosí y el Subdirector de Administración y Desarrollo Urbano, Coordinación de Administración Urbana del Ayuntamiento de San Luis Potosí, por la nulidad del siguiente acto: “… la nulidad de la ilegal, infundada e inmotivada resolución de fecha 6 seis del marzo de año en curso, contenida en folio número **********…”; del cual tuvo conocimiento el siete de marzo de dos mil dieciocho…”, así mismo en el propio auto, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas, para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera.-Mediante proveído de veintiséis de abril de dos mil dieciocho, se tuvo por contestando a las autoridades demandadas, se ordenó correr traslado al actor con su escrito de contestación para que manifestaran lo que a su derecho corresponda, se admitieron las pruebas correspondientes de las partes y se fijó fecha y hora para la audiencia final.  la cual tuvo verificativo el veintiuno de mayo de dos mil dieciocho, sin la asistencia de las partes, el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los escritos de demanda, e hizo relación de las constancias; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales de ofrecidas por las partes; en período de alegatos, da cuenta con un escrito original signado por la parte actora, recibido el día veintiuno de mayo de dos mil dieciocho y por el cual formula sus alegatos, certificándose  que no se formularon estos por las demandadas; y se citó para resolver.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia de carácter administrativa suscitada entre un particular y autoridades municipales de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- El actor compareció por derecho propio; acreditando su interés jurídico en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la presentación del acto impugnado que obra en  fojas 10 de este sumario.
La personalidad de las autoridades demandadas quedo acreditada a través del nombramiento que fue exhibido en este juicio y expedido a su favor que obra en fojas 27 del expediente en el que se actúa, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por los  artículos 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad del Oficio ********** de fecha 5 de mayo de 2017, folio  número **********emitido por el Subdirector de Administración y Desarrollo Urbano del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, mediante el cual, informa que no es procedente el tramite solicitado de la propuesta de Subdivisión del inmueble  ubicado en la calle de  **********, que constituye el acto impugnado, visible en  fojas 10 de este sumario, el cual fue exhibido por el demandante conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Tercera Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada: Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. - Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

En ese tenor, se advierte que las autoridades demandadas, al producir su respectiva contestación que obra en fojas 15 a la 26 de este sumario, opusieron la excepción de “Sine actione Agis”, que basan en que  la resolución administrativa que se impugna se encuentra ajustado a la legislación aplicable y que la autoridad municipal es competente para resolver los procedimientos administrativos integrados con motivo  de la obras y edificaciones que se pretenden realizar en el territorio de este municipio, así como de las disposiciones aplicable en esa materia. A ese respecto, cabe señalar que dichas manifestaciones son razonamientos que deben ser analizados en el fondo de la Litis, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor  en este juicio. 

Sirve de apoyo el criterio contenido en la tesis de jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”.- 

De acuerdo a lo ordenado en último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualicen, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación, que se advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 5 a la 9 de este sumario, argumentos que se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal trascripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. …”

SEXTO.- Determinado lo anterior, antes de entrar al estudio de fondo de los conceptos de impugnación que hacen valer los demandantes, es obligación de esta Sala Unitaria analizar y resolver sobre la competencia de la autoridad que emitió el acto impugnado, misma que es controvertida por el actor en sus conceptos I y II, ya que es un presupuesto procesal cuyo estudio es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto, conforme lo ordenado en el artículo 250 fracción I y último párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que a la letra dice:

“Artículo 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:

“…I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución;…”

“… La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución.

“…Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”

[Énfasis añadido]

Asimismo resulta aplicable a lo anterior, la Tesis Aislada del Segundo Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito, publicada el veintiuno de febrero de dos mil catorce en el Semanario Judicial de la Federación, que se localiza de acuerdo con los datos y rubro siguientes: Época: Décima Época, Registro: 2005663, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 3, Febrero de 2014, Tomo III, Materia(s): Administrativa, Tesis: XII.2o.2 A (10a.), Página: 2300, que establece:

“CONCEPTOS DE IMPUGNACIÓN EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. EL ESTUDIO DE LOS RELACIONADOS CON LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA ES PREFERENTE SOBRE LOS QUE PLANTEAN VICIOS FORMALES Y DE PROCEDIMIENTO, Y PREVIO AL DE LOS QUE CONTROVIERTEN EL FONDO DEL ASUNTO. El artículo 51, fracción I, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establece, como causa de ilegalidad, la incompetencia del funcionario que haya dictado la resolución impugnada, ordenado o tramitado el procedimiento del que ésta deriva, la cual se refiere a un presupuesto esencial de validez de todo acto de autoridad, cuyo estudio es preferente, por referirse a una cuestión de orden público. Esta relevancia ha sido destacada por la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al determinar que la actualización de la hipótesis señalada produce la nulidad lisa y llana del acto controvertido. Por tal motivo, los vicios formales o de procedimiento establecidos en las fracciones II y III del artículo mencionado, cuya actualización produce una nulidad para efectos, no generarán un mayor beneficio al actor que el obtenido por aquella nulidad lisa y llana. Por otra parte, del penúltimo párrafo del propio precepto, a partir de la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de diciembre de 2010 en que se adicionó, se advierte que, cuando concurran conceptos de anulación relativos a la incompetencia de la autoridad, con otros relativos al fondo del asunto, se privilegiará, en primer orden, el estudio de aquéllos, pues, de resultar fundados, su análisis se justifica en atención a que el fin perseguido es determinar si alguno de ellos genera un mayor beneficio al actor que el alcanzado por la incompetencia de la autoridad. En estas condiciones, se concluye que siempre que concurran en el juicio contencioso administrativo conceptos de impugnación relacionados con la competencia de la autoridad demandada, por su propia naturaleza, su estudio es preferente sobre los que plantean vicios formales y de procedimiento, y previo al de los que controvierten el fondo del asunto, porque el mayor beneficio que ello puede producir, guarda relación con la nulidad lisa y llana que se hubiera alcanzado, en su caso, por la incompetencia de la autoridad..- Amparo directo 442/2013. Operadora de Personal de Casa Ley 50, S.A. de C.V. 29 de noviembre de 2013. Unanimidad de votos. Ponente: Francisco Javier Morones Dávalos, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado. Secretaria: María del Socorro Avendaño Núñez.”

 Así las cosas, se procede a examinar la competencia de la autoridad en forma concatenada con las diversas constancias y probanzas ofrecidas  por  las partes que obran en autos de este procedimiento, transcribiéndose en forma medular para un mejor análisis el concepto de impugnación donde se hace valer  la incompetencia de la autoridad demandada. 
Conceptos de impugnación, que en la parte que interesa refieren lo siguiente:

“I.- La totalidad de la resolución me causa agravo en virtud (…).”

“…Por tanto, se considera que acorde a las disposiciones constitucionales que se invocan (…), en su carácter de Subdirector de Administración y Desarrollo Urbano, Coordinación de Administración Urbana, carece de competencia, facultades y atribuciones legales, para emitir acuerdos o dictar determinaciones respecto de peticiones que jamás le fueron hechas a  él o la Subdirección a su cargo…”
“II.-  Por otra parte, la totalidad de la resolución me causa agravio en atención a que la misma fue dictada en total contravención  de lo establecido en el artículo 164 del Código de Procedimientos Administrativos para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, (…), la autoridad a quien va dirigida la petición debe dictar el acuerdo que la misma corresponda, que el  acuerdo debe ser congruente con la petición hecha.”

“…Por tanto, con lo anterior queda perfectamente y legalmente acreditado que la determinación recurrida carece de los elementos (…), pues además de que el emisor de tal determinación es incompetente para dictarla…”
Concepto de impugnación que resulta fundado. 

Toda vez que se advierte que el Subdirector de Administración y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de San Luis Potosí, que emitió el acto impugnado carece de competencia y legitimación para emitir el acto impugnado, por ser una autoridad inexistente, lo que se traduce en la incompetencia de la autoridad, por lo que se vulnera la garantía establecida en el artículo 16 de la Constitución Federal, que prescribe que los actos de molestia, para ser legales, deben provenir de autoridad competente y cumplir con las formalidades esenciales que le den eficacia jurídica, lo que significa que todo acto de autoridad debe emitirse por quien esté legitimado para ello, expresándose además en el mismo acto de molestia, el dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue tal legitimación, lo que en el caso que nos ocupa no sucedió.
En efecto, se desprende que la autoridad demandada que emitió el acto reclamado Subdirector de Administración y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de San Luis Potosí, no está prevista en la normatividad que rige el acto administrativo que nos ocupa, o sea, en los artículos 7°, 8°, 16 y 19  de la Ley de Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí, y en los numerales 129 fracción V, 133, 134, 135, 160, 161 y 162 del Reglamento Interno del Municipio Libre de San Luis Potosí, S.L.P., en, en la que se encuentran entre otras autoridades, las facultades y atribuciones establecidas para la Dirección General de Catastro, Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos, según se advierte de los numerales antes citados que a la letra dicen: 

Ley de Desarrollo Urbano del Estado de San Luis Potosí.

“Artículo 7º. Los actos relativos al desarrollo urbano, así como los actos de autoridad relacionados con la ejecución de los mismos, serán obligatorios tanto para las autoridades como para los particulares. 

“Artículo 8º. El Estado y los Ayuntamientos en el ámbito de sus respectivas competencias, fijarán restricciones tanto para el uso del suelo, como para las construcciones de cualquier clase que requiera el desarrollo urbano, así como las que fueren necesarias con base en las disposiciones de la presente Ley y en los Planes de Desarrollo Urbano. 

“Artículo 16. La aplicación de la presente Ley y su reglamentación, así como el control y vigilancia de su cumplimiento en el ámbito de sus respectivas competencias corresponderá a: 

 I. (…).

 III. Los Ayuntamientos.

“Artículo 19. Los Ayuntamientos de la Entidad, tendrán en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones las atribuciones siguientes: 

“I. Formular, aprobar, administrar, revisar, actualizar y difundir los Planes Municipales de Desarrollo Urbano, de Centro de Población Estratégico, de Centro de Población y los que de éstos se deriven, en congruencia con el Plan Estatal de Desarrollo Urbano, así como evaluar y vigilar su cumplimiento; 

“II. Formular y administrar la zonificación primaria y secundaria; el control de los usos y destinos del suelo derivados de los Planes de Desarrollo Urbano de ámbito municipal; 

“III. Celebrar convenios en materia de desarrollo urbano, para lograr los objetivos de los Planes de Desarrollo Urbano Municipales; 

IV. Participar en la formulación, aprobación, administración, revisión y actualización de los Planes de Zonas Conurbadas Intermunicipales en coordinación con la Comisión de Conurbación respectiva y con la Secretaría; 

“V. Organizar y vigilar en forma efectiva, los archivos para información y consulta al público de los Planes de Desarrollo Urbano y los programas sectoriales que se deriven de éstos, aplicables en su ayuntamiento; 

(REFORMADA, P.O. 9 DE JULIO DE 2002) 
“VI. Promover y determinar conjuntamente con el Gobierno del Estado, con base en los Planes de Desarrollo Urbano y de acuerdo a los programas sectoriales de vivienda, la adquisición y administración de reservas territoriales, para la ejecución de dichos planes; 

“VII. Elaborar los proyectos referentes a acciones de conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de población que promuevan, a fin de ejecutar los Planes de Desarrollo Urbano y sus correspondientes programas sectoriales; 

“VIII. Participar en la Comisión de Conurbación Interestatal, cuando se requiera, conforme a las normas de la Ley General de Asentamientos Humanos, o en su caso, en la Comisión de Zona Conurbada Intermunicipal de acuerdo a las disposiciones de ésta Ley; 

“IX. Gestionar y promover el financiamiento para la realización del Plan de Desarrollo Urbano Municipal; 

“X. Llevar el registro de los planes y programas municipales de desarrollo urbano y de vivienda para su difusión, consulta pública, control y evaluación; 

“XI. Participar en el ordenamiento y regulación de las zonas conurbadas intermunicipales, que incluyan centros de población en su territorio, conforme a las disposiciones legales y al decreto que formule el Titular del Ejecutivo; 

“XII. Otorgar las licencias de uso del suelo y vigilar su cumplimiento, de conformidad con lo establecido en esta Ley, su reglamento y los Planes de Desarrollo Urbano aplicables; 

“XIII. Instrumentar las acciones para que el Gobierno Municipal ejerza el derecho de preferencia, en lo relativo a reservas urbanas; 

“XIV. Proveer lo necesario a fin de hacer efectiva la participación de los distintos grupos sociales que integran la comunidad, en la elaboración de los planes y los programas respectivos, que tengan por objeto el ordenamiento de los centros de población;  

(REFORMADA, P.O. 9 DE JULIO DE 2002) XV. Otorgar las licencias de construcción, remodelación, ampliación, demolición e inspeccionar la ejecución de toda edificación u obra que se lleve a cabo en el municipio; 

“XVI. Verificar que los fraccionadores y promoventes de condominios hayan cubierto los diversos impuestos y garantías para la ejecución de obras de urbanización en los aprovechamientos y derechos o contribuciones fiscales municipales que les correspondan, realizando las donaciones respectivas a través de escritura pública, señaladas en ésta Ley, su reglamento y otros ordenamientos legales aplicables; 

XVII. Controlar las acciones, obras y servicios que se ejecuten en el Municipio, para que sean compatibles con la legislación y planes aplicables; 

(REFORMADA, P.O. 9 DE JULIO DE 2002) XVIII. Promover el mejor uso del suelo en el territorio del municipio y vigilar la estricta observancia de los Planes de Centro de Población Estratégico, Planes Municipales de Desarrollo Urbano y Planes de Centro de Población Municipal, según sea el caso, a través de la zonificación secundaria que al efecto se establezca en los mismos; 

(REFORMADA, P.O. 9 DE JULIO DE 2002) XIX. Vigilar que toda forma de publicidad comercial de urbanizaciones y construcciones en desarrollo, cuente con el registro de licencia de lotificación o construcción correspondiente, según sea el caso, para constatar que sea acorde al tipo de urbanización aprobada y no induzca a error sobre la situación legal de las áreas y predios, el estado real de su tramitación, el avance de sus obras, su calidad y otras circunstancias similares; 

XX. Ejecutar, con los medios del Gobierno Municipal, con cargo a las personas que realicen obras de urbanización o edificación, las obras que éstos omitan y que debieron ejecutar de conformidad con las autorizaciones y permisos otorgados; 

XXI. Autorizar de acuerdo con la presente Ley y su Reglamento, la lotificación, relotificación, constitución de regímenes de propiedad en condominio, división, subdivisión y fusión de predios, cambio de intensidad en el uso habitacional y cambio de uso de suelo;      

(REFORMADA, P.O. 24 DE DICIEMBRE DE 2013) XXII. Determinar el aprovechamiento y equipamiento urbano de las áreas de donación de los fraccionamientos y condominios, en congruencia con lo dispuesto en la presente Ley, su reglamento, y en los planes de desarrollo urbano; 

XXIII. Municipalizar y regularizar, en su caso, los fraccionamientos cuando se hayan cubierto los requisitos legales; 

XXIV. Proponer al Congreso del Estado la fundación de centros de población, así como la asignación de las localidades dentro de los límites de su jurisdicción; 

XXV. Autorizar, por causa de utilidad pública la apertura, prolongación, ampliación o cualquier modificación de vías públicas; 

XXVI. Participar en la creación y administración de reservas territoriales para el desarrollo urbano y vivienda, de conformidad a lo dispuesto en los planes y programas sectoriales de desarrollo urbano; 

XXVII. Iniciar, organizar, conservar y llevar para su consulta los registros de directores responsables de obras, así como el de supervisores municipales; 

XXVIII. Aplicar medidas de seguridad y sanciones administrativas a los infractores de las disposiciones jurídicas, planes y programas de desarrollo urbano y reservas, usos y destinos de áreas y predios en los términos de esta legislación; 

(REFORMADA, 09 DE JULIO DE 2002) XXIX. Auspiciar y estimular el estudio e investigación permanente de las cuestiones urbanas en el municipio; y de las políticas, planes y programas, así como de las nuevas medidas e instrumentos para enfrentar los diversos aspectos de su problemática; 

XXX. Promover la participación social en la formulación, ejecución, modificación, actualización y evaluación de los Planes Municipales de Desarrollo Urbano y sus derivados; 

XXXI. Acordar la recepción de obras de urbanización; 

XXXII. Intervenir en la regularización de la tenencia del suelo para incorporarlo al desarrollo urbano, en los términos de la legislación aplicable, a fin de resolver los problemas generados por los asentamientos irregulares existentes y establecer medidas para evitar su proliferación; 

XXXIII. Aplicar las medidas necesarias para desalentar la especulación, respecto de predios y fincas contrarias al interés social; 

XXXIV. Promover inversiones y acciones que tiendan a observar, mejorar y regular el crecimiento de los centros de población; 

XXXV. Promover obras para que los habitantes de los respectivos municipios de la Entidad cuenten con una vivienda digna; espacios adecuados para el trabajo, áreas y zonas de esparcimiento y comunicación, y el transporte que se requiera; 

XXXVI. Promover la constitución de asociaciones para la conservación y mejoramiento de sitios y fincas afectos al patrimonio cultural del Estado y el patrimonio urbano arquitectónico, y apoyarlas en sus actividades; 

XXXVII. Proveer en el ámbito de su competencia, el cumplimiento de las disposiciones de ésta Ley y su reglamento; 

(REFORMADA, 20 DE DICIEMBRE DE 2003) XXXVIII. Tramitar el procedimiento administrativo y el recurso de reconsideración previsto en esta Ley; 

(REFORMADA, 20 DE DICIEMBRE DE 2003) (REFORMADA, P.O. 24 DE DICIEMBRE DE 2013) XXXIX. En caso de que alguno de los ayuntamientos de la Entidad acuerde ingresar a algún programa para realizar fraccionamientos de vivienda económica de interés social, lo podrá pactar con las dependencias estatales y federales competentes en el ramo; pudiendo llevar a cabo las obras de urbanización progresiva en este tipo de fraccionamientos, siempre y cuando sea aprobado por cuando menos las dos terceras partes de los integrantes del Cabildo, y además cuente con los recursos económicos suficientes para su ejecución; 

(ADICIONADA, 20 DE DICIEMBRE DE 2003) (REFORMADA, P.O. 24 DE DICIEMBRE DE 2013) XL. Colaborar con la Comisión Intersecretarial de Vivienda, coordinada por la Secretaría Federal de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano, en la identificación y difusión de los desarrollos certificados, a efecto de obtener los recursos provenientes del Programa de Esquemas de Financiamiento y Subsidio Federal para Vivienda; 

(ADICIONDA, P.O. 24 DE DICIEMBRE DE 2013) XLI. Colaborar con la Subdirección General de Sustentabilidad de la Comisión Nacional de Vivienda, en la identificación y difusión de los polígonos PROCURHA, a efecto de obtener los recursos provenientes del Programa de Esquemas de Financiamiento y Subsidio Federal para Vivienda; 

(ADICIONDA, P.O. 24 DE DICIEMBRE DE 2013) XLII. Realizar todas las acciones inherentes al Programa de Esquemas de Financiamiento y Subsidio Federal para Vivienda, a efecto de obtener los recursos provenientes de éste; 

(ADICIONDA, P.O. 24 DE DICIEMBRE DE 2013) XLIII. Colaborar con la Comisión Nacional de Vivienda en la identificación y difusión de los perímetros de contención Urbana, a efecto de obtener los recursos provenientes del Programa de Esquemas de Financiamiento y Subsidio Federal para Vivienda; 

(ADICIONDA, P.O. 24 DE DICIEMBRE DE 2013) XLIV. Promover las gestiones necesarias para obtención de recursos y/o estímulos económicos de programas federales, como apoyo para los nuevos fraccionamientos que requieran de  ejecución de proyectos y obras de equipamiento urbano, cumpliendo siempre con la legislación y normatividad aplicables vigentes; 

(ADICIONDA, P.O. 24 DE DICIEMBRE DE 2013) (REFORMADA, P.O. 03 DE NOVIEMBRE DE 2016) XLV. Promover la participación del sector privado para realizar inversiones de proyectos y obras de equipamiento urbano  en áreas de donación, de acuerdo a la legislación y normas vigentes; 

 (REFORMADA, P.O. 03 DE NOVIEMBRE DE 2016) XLVI. Fomentar e incentivar un crecimiento vertical en los nuevos fraccionamientos, en coordinación con la Comisión Nacional de Vivienda, y 

(ADICIONDA, P.O. 03 DE NOVIEMBRE DE 2016) XLVII. Las demás que le señalen esta Ley, su reglamento y otras normas aplicables. 

Reglamento Interno Del Municipio Libre  De San Luis Potosí, S.L.P. 

“Artículo 129.- Los titulares de las áreas de la Administración Municipal vigilarán en el ámbito de su competencia el cumplimiento de las Leyes y Reglamentos vigentes, así como de los planes, programas y todas aquellas disposiciones y acuerdos que emanen del Ayuntamiento y tendrán las siguientes obligaciones, independientemente de las derivadas a su cargo y responsabilidad

     “…V.- Atender en forma inmediata y expedita cualquier queja ciudadana por irregularidad en la prestación de los servicios públicos, o violación a los derechos humanos, informando al particular sobre el seguimiento de su queja, así como prestar, en cuanto competa a la dirección a su cargo, los servicios de expedición de copias y constancias, búsqueda de datos e informes y otros de naturaleza similar, previo el pago de derechos correspondiente, de conformidad con lo establecido al efecto por la Ley de Ingresos del Municipio de San Luis Potosí, S.L.P., en vigor.     

“Artículo 133.- Para la Prestación de los servicios municipales y el adecuado desempeño de su actividad, la Administración Municipal cuenta con las siguientes Áreas:   
“… I.-Dirección General de Catastro Desarrollo urbano y nuevos proyectos….”  

“Artículo 133.- Para la Prestación de los servicios municipales y el adecuado desempeño de su actividad, la Administración Municipal cuenta con las siguientes Áreas: 

 
I. Dirección General de Catastro Desarrollo urbano y nuevos proyectos.    

 II. Dirección General de Comercio.   

 III. Dirección General de Desarrollo Económico.    

 
IV. Dirección General de Desarrollo Social.   

 
V. Dirección General de Ecología e Imagen Urbana.   

 
VI. Dirección General de Educación.   

 
VII. Dirección General de Obras Públicas.    

 
VIII. Dirección General de Seguridad Pública Municipal.    

  
IX. Dirección General de Servicios Municipales.  

 
 X. Sistema Municipal para el Desarrollo Integral de la Familia.   

“Artículo 134.- Las funciones específicas y estructura orgánica de cada una de las áreas deberán estar contenidas en el manual respectivo, que para tal efecto elabore el titular de cada una de ellas, debiendo ser revisado y aprobado por el Presidente Municipal.  Debiéndose publicar en los estrados del H. Ayuntamiento y en el Periódico Oficial del Estado.    

“Artículo 135.- El manual general de organización del ayuntamiento deberá contener todas y cada una de las funciones, organigrama y demás particularidades de las áreas, señaladas en cada uno de los manuales de organización de las mismas.       

“Artículo 160.- Las Direcciones Generales a que se refiere el artículo 133 del presente reglamento, tendrán las atribuciones que se establecen en este título

 “Artículo 161.- Para el mejor y eficaz desempeño en la prestación de los servicios públicos, así como para el desahogo de los asuntos de su competencia, la Dirección General de Catastro, Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos, estará integrada por la Dirección de Catastro, la Dirección de Desarrollo Urbano y la Dirección de Nuevos Proyectos. Asimismo, las funciones de las Direcciones que integran la Dirección General estarán contenidas en el manual de organización respectivo, sin perjuicio de las establecidas en el presente reglamento.    

  “Artículo  162.- La Dirección General de Catastro, Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos tendrá a su cargo las atribuciones y facultades siguientes:     

    “I. Administrar el inventario de predios existentes en el Municipio de San Luís Potosí, con descripción de sus características y condiciones físicas, de ubicación, de propiedad, de uso de suelo, su valuación y revaluación, a partir de los valores catastrales vigentes y custodiar los expedientes respectivos, de la misma manera, administrar aquella información catastral de los predios de los usuarios o contribuyentes para integrar o actualizar el catastro, representándola principalmente mediante base de datos digitales y planos cartográficos.   

  “II. Proponer las políticas y programas relativos a la conservación, mantenimiento del Desarrollo Urbano Municipal, en conjunto con el Instituto de Planeación Municipal. Asimismo, participar en la elaboración de proyectos integrales y Planes de Desarrollo Urbano Municipal.   

  “III. Cumplir, observar, evaluar y vigilar los Planes Municipales de Desarrollo Urbano, de Centro de Población Estratégico, de Centro de Población y de los programas sectoriales que se deriven de éstos, así como vigilar y acatar su estricto cumplimiento de las demás disposiciones que le sean aplicables.   

  “IV. Vigilar el cumplimiento estricto del sistema de calidad de cada una de las Direcciones a su cargo, así como establecer las herramientas que coadyuven al refrendo respectivo de la certificación.   

   “V. Cumplir estrictamente con las disposiciones de la Ley de Desarrollo Urbano para el Estado y Municipios de San Luís Potosí, así como acatar cabalmente todas aquellas atribuciones que le confiere el artículo 19, en el ámbito de su competencia.   

   “VI. Acatar lo establecido en las leyes, reglamentos, decretos, circulares y demás disposiciones aplicables en materia de asentamientos humanos y de desarrollo urbano.   

   “VII. Coadyuvar con las demás autoridades o Direcciones Generales que integran el H. Ayuntamiento de San Luís Potosí, en el ámbito de su estricta competencia, para el efectivo cumplimiento de las disposiciones de las leyes, reglamentos, decretos, circulares y demás disposiciones aplicables en materia de Asentamientos Humanos y de Desarrollo Urbano.   

   “VIII. Administrar el archivo cartográfico del Municipio; así como los mapas relacionados con usos de suelo, infraestructura urbana, instalaciones de servicios públicos subterráneas y superficiales; entre otros inherentes al objetivo de la Dirección General, a fin de facilitar logísticamente la función del gobierno ante diversas situaciones.   

  “IX. Vigilar las disposiciones de la Ley de Catastro para el Estado y Municipios de San Luís Potosí, su reglamento respectivo, así como todas aquéllas leyes, reglamentos, decretos, circulares y demás disposiciones que por su función catastral y fiscal se encuentra sujeta.  

   “X. Establecer los mecanismos para el diseño, integración, implantación, operación y actualización del Catastro en el ámbito de su competencia, mediante la aplicación de los sistemas normativos, técnicos y administrativos, así como la inscripción de los predios de su jurisdicción; además de apoyar metodológicamente a las delegaciones municipales.   

   “XI. Describir objetivamente las medidas, colindancias, datos limítrofes y superficie del territorio Municipal en coordinación con las autoridades estatales competentes.   

   “XII. Mantener actualizados los planos reguladores de las ciudades y poblaciones que forman el Municipio, en coordinación con las autoridades estatales competentes.   

 “XIII. Imponer las sanciones que procedan en los términos de la Leyes de su competencia,  de manera consensuada y colegiada con la Dirección que competa.   

   “XIV. Conocer, verificar y evaluar los cambios que sufran los bienes inmuebles y que alteren los datos que integran el Catastro Municipal, actualizando sus modificaciones.   

   “XV. Administrar los expedientes documentales que justifiquen el registro de datos de los predios inscritos en el Catastro Municipal.   

   “XVI. Establecer los mecanismos de control sobre el padrón catastral, de acuerdo a los valores unitarios de suelo y construcción, en apego a las disposiciones legales aplicables.   

   “XVII. Proporcionar a las dependencias municipales y otros organismos públicos competentes para ello, la información o consultas del padrón catastral, con apego a los plazos, niveles de detalle, formas, periodos y otras condiciones establecidas en las normas jurídicas vigentes para tal efecto.   

  “XVIII. Remitir a la Dirección de Catastro del Estado, el padrón catastral del municipio, en los términos establecidos en la Ley de Catastro del Estado y Municipios de San Luis Potosí.   

   “XIX. Preparar estudios y proposiciones de los nuevos valores unitarios en bienes raíces y someterlos a la autorización del Consejo Técnico Catastral Municipal.   

 XX. Coordinar los procesos de modernización, implementación, actualización y operación que requiera el Sistema de Información Geográfico Catastral.   

   XXI. Aplicar y ejecutar por medio de las Direcciones correspondientes las sanciones contempladas en el ámbito de su competencia que establecen las leyes de la materia.   

   XXII. Fijar conjuntamente con la Dirección de Catastro los valores provisionales, que se obtengan como resultado del procedimiento de reevaluación.   

  “ XXIII. Por conducto de la Dirección de Administración y Desarrollo Urbano, realizará las funciones siguientes:     

“a. Analizar, evaluar y autorizar estudios y proyectos de impacto urbano, vial y ambiental que se requieren para diversos fines asociados con la obra pública, así como la autorización de nuevos asentamientos humanos y otras situaciones que influyen potencialmente el destino o usos de suelo factibles en zonas determinadas.   

   b. Tramitar y en su caso otorgar, vigilar y verificar la emisión de licencias o permisos de construcción, reparación y demolición de fincas u obras públicas; y en su caso, aplicar las sanciones con base en la normatividad vigente en la materia.    

   c. Tramitar y en su caso otorgar, vigilar y verificar la emisión de aquellos permisos para realizar intervenciones que afecten físicamente el equipamiento y la infraestructura urbana y de servicios públicos del Municipio.   

   d. Tramitar y en su caso otorgar, vigilar y verificar la autorización de licencias de fraccionamientos y de uso de suelo conjuntamente con la Mesa Colegiada respectiva; asimismo, verificar y sancionar en su caso el incumplimiento a las mismas.   

   e. Verificar y evaluar conjuntamente con las dependencias municipales correspondientes, la conformidad y aceptación técnica, física y jurídica de los fraccionamientos regulares a municipalizar y áreas de donación definidas a recibir.   

   f. Generar, coordinar y resguardar el registro estadístico de factibilidades de uso de suelo y permisos de construcción autorizados, asimismo integrar y mantener actualizado el registro de peritos responsables y de directores de obra acreditados.   

   g. Establecer, dirigir y autorizar la administración sobre la nomenclatura de calles y numeración oficial, elaboración de deslindes, alineamientos territoriales y de construcciones.    

   XXIV. Por conducto de la Dirección de Catastro, realizará las funciones siguientes:                              

   a) Formular y actualizar la zonificación catastral correspondiente a los predios de su territorio, autorizando los deslindes, levantamientos, cálculos topográficos, trazos y rectificaciones de áreas y demás trabajos de carácter técnico, así como determinar el valor catastral de los mismos; esto último, en función de las bases y lineamientos que apruebe el Poder Legislativo del Estado.   

   b) Dirigir, coordinar y autorizar la elaboración de los planos generales y parciales que sean necesarios, de acuerdo con los procedimientos reglamentarios y técnicos que se determinen.   

   c) Identificar, deslindar, clasificar, describir, valuar, revaluar y registrar los bienes inmuebles urbanos, suburbanos, rústicos o rurales de particulares o bien sean de ámbito Federal, Estatal o Municipal, de dominio público o privado, ubicados en el Municipio.   

   d) Solicitar a las dependencias y organismos federales y estatales, así como a los usuarios, contribuyentes o fedatarios públicos los datos, documentos o informes que sean necesarios para integrar o actualizar el Catastro Municipal en las bases de datos, planos cartográficos y archivo digital, así como recibir  y tramitar las declaraciones  de las personas autorizadas legalmente para ello, sobre cambios de los bienes inmuebles y que alteren los datos que integran el catastro municipal, actualizando sus modificaciones y en general llevar a cabo las mediciones, deslindes, cálculos de superficie, planeaciones, valorizaciones, registros, movimientos y actos u operaciones catastrales.   

   e) Expedir las constancias o certificados que se obtengan de los registros, documentos y planos catastrales, así como permitir las consultas al mismo, a solicitud de las personas que demuestren tener el interés legal para ello.   

   f) Prestar los servicios como valuador de inmuebles ante todas las autoridades civiles, penales, laborales, administrativas, agrarias y fiscales, así como para la identificación de apeos o deslindes de inmuebles en procesos judiciales o administrativos.   

   XXV. Por conducto  de  la Dirección de Nuevos Proyectos, realizará las funciones siguientes:                                                   

   a) Diseñar programas y proyectos que permitan orientar y guiar el rumbo para una Modernización Catastral Municipal y Desarrollo Urbano, así como para establecer programas, cursos y seminarios de capacitación permanente, con el fin de que los servidores públicos que integran la Dirección General, estén a la vanguardia en administración pública, instrumentación técnica en la aplicación de las Haciendas Públicas, programas de Asentamientos Humanos y de Desarrollo Urbano.   

   b) Organizar políticas de capacitación e instrucción técnica, a todos los servidores públicos que laboran en la Dirección de Catastro y de Desarrollo Urbano, para que utilicen herramientas innovadoras y el uso de nuevas tecnologías.   

   c) Instrumentar, dirigir y concertar políticas de colaboración técnica y administrativa, con dependencias estatales y federales, así como de organismos descentralizados y desconcentrados del sector público, con la finalidad de contar con la información, asesoría técnica y lineamientos tecnológicos para el eficaz desempeño de la función catastral y de desarrollo urbano.   

   d) Diseñar o adaptar; así como desarrollar e implementar instrumentos y prácticas administrativas y metodologías que faciliten la mejora continua y la eficiencia en los procesos de las diversas áreas que integran la Dirección General, de tal manera que se eleve la calidad en los productos y servicios que se otorgan a la población municipal.   

   e) Fomentar y concertar vínculos de colaboración administrativa con las dependencias y organismos municipales, para el mejor desempeño técnico y administrativo de las Direcciones de Catastro y de Desarrollo Urbano.   

  “f) Fomentar y concertar convenios intergubernamentales con dependencias estatales y federales, con organismos descentralizados y desconcentrados del sector público, con el objeto de establecer políticas institucionales en los procesos de regularización de la tenencia de la tierra y de sus asentamientos humanos, así como de su registro, sus datos estadísticos y socioeconómicos de las propiedades rústicas y urbanas, y en general de todo aquello relacionado al eficaz desarrollo del catastro y desarrollo urbano.   

   “g) Fomentar y concertar acuerdos interinstitucionales con uno o varios órganos gubernamentales extranjeros u organizaciones internacionales gubernamentales, de acuerdo a las leyes de la materia y que tienen encomendadas las Direcciones de Catastro y Desarrollo Urbano, para la asesoría técnica, transferencia de tecnologías e información, con el objeto de modernizar Catastro y Desarrollo Urbano.   

   “XXVI. Ejercer las demás atribuciones y facultades que le señalen las leyes, reglamentos e instrumentos legales y administrativos vigentes; así como aquéllas encomendadas expresamente por la Presidencia Municipal.   

   “XXVII. Ejercer originariamente el trámite y resolución de los asuntos de su competencia, y que para la mejor organización del trabajo, delegará cualquiera de sus funciones, excepto aquéllas que por disposición de ley, reglamento interno o acuerdo, deban ser ejercidos precisamente por el titular. “  

Disposiciones legales en comento, de los que se obtiene que la autoridad demandada, el Subdirector de Administración y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de San Luis Potosí, no está prevista en la estructura orgánica como dependiente de la  Dirección General de Catastro, Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos,  lo que genera que dicha emisora no tiene existencia jurídica, pues los ordenamientos legales invocados no contemplan en la integración de la  Dirección General de Catastro, Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos dicha autoridad, ya que solo definen las facultades de la Dirección General de Catastro, Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos el acto impugnado, de ahí que dicha figura aunque exista materialmente y en el Manual de Organización, no se encuentra expresamente creada en la norma, máxime que la existencia de  tal  autoridad debe constar de manera expresa en el ordenamiento legal que contempla la integración de la administración municipal, por tanto es evidente que si en los ordenamientos legales mencionados no se creó la Subdirección de Administración y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de San Luis Potosí, cualquier actuación derivada de ella es ilegal por provenir de una autoridad inexistente. 

Sirve de apoyo a lo anterior por analogía al caso en estudio, las Tesis aisladas que enseguida se citan:

No. Registro: 203,085, Tesis aislada, Materia(s): Administrativa, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, III, Marzo de 1996, Tesis: I.4o.A.87 A, Página: 1022, que dice: 
“SERVIDORES PUBLICOS. RESULTA ILEGAL LA SANCION IMPUESTA A LOS, POR UNA AUTORIDAD INEXISTENTE, COMO LO ES LA DIRECCION DE RESPONSABILIDADES Y SANCIONES DE LA CONTRALORIA GENERAL DEL DEPARTAMENTO DEL DISTRITO FEDERAL. Conforme a lo dispuesto en el artículo 16 constitucional los actos de molestia deberán ser expedidos por autoridad competente; entendiéndose que esta facultad se traduce no sólo en la posibilidad de emitir determinaciones en contra de los gobernados sino también en que por disposición expresa de una ley o reglamento deberá existir, con lo que si esto último no se justifica tampoco el acto emitido por ella, tal es el caso de la Dirección de Responsabilidades y Sanciones de la Contraloría General del Departamento del Distrito Federal, que carece de existencia legal, por ende de competencia para sancionar a los servidores públicos adscritos al Departamento en cita..-CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”
“SUBDIRECTOR "B" DE SANCIONES DE LA SECRETARIA DEL TRABAJO Y PREVISION SOCIAL. SU EXISTENCIA DEBE CONTENERSE EN EL REGLAMENTO INTERIOR DE LA PROPIA SECRETARIA Y NO INFERIRSE O DERIVAR DE DISPOSICIONES SECUNDARIAS. El Reglamento Interior de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social es el ordenamiento legal a través del cual el Ejecutivo Federal puede determinar o crear las unidades administrativas o autoridades que integran a la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, por tanto, si en tal ordenamiento legal no se creó como unidad administrativa de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social la Subdirección "B" de Sanciones de la Dirección General de Asuntos Jurídicos, no puede sostenerse que a través del acuerdo delegatorio se le hayan conferido facultades a una autoridad que no se encuentra expresamente creada; además de que la existencia de tal autoridad debe constar expresamente en el cuerpo de leyes que contempla las unidades administrativas que integran tal Secretaría de Estado y no inferirse de las demás disposiciones legales, como es el acuerdo delegatorio y el manual de operaciones de la Secretaría, supuesto que en términos de lo dispuesto por el artículo 19 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, ese manual sólo contiene la estructura orgánica de la Secretaría para conocimiento del público, por lo que no puede trascender a la esfera jurídica del particular, ya que dicho manual es de naturaleza informativa y de aplicación interna de la Secretaría y no puede prevalecer sobre el Reglamento Interior; y si en el artículo 3o. del citado Reglamento, en el que constan las unidades administrativas que integran la Secretaría de mérito no se encuentra contemplada la existencia del subdirector "B" de sanciones la cual debe constar expresamente y no inferirse o hacerse derivar de disposiciones secundarias, es evidente que cualquier actuación derivada de ellas es ilegal por provenir de una autoridad inexistente. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. Amparo directo 94/96. Colortex, S.A. de C.V. 21 de febrero de 1996. Unanimidad de votos. Ponente: José Ángel Mandujano Gordillo. Secretaria: Mónica Saloma Palacios.”
(Lo resaltado es nuestro)
Cabe  señalar que si bien el numeral 161 del Reglamento Interno Del Municipio Libre  de San Luis Potosí, S.L.P., antes transcrito,  dispone que la Dirección General de Catastro, Desarrollo Urbano y Nuevos Proyectos, estará integrada por la Dirección de Catastro, la Dirección de Desarrollo Urbano y la Dirección de Nuevos Proyectos, y que las funciones de las Direcciones que integran la Dirección General estarán contenidas en el Manual de Organización respectivo; también  lo es que el Manual de Organización a que se refiere este artículo, y en el que se apoya la Subdirección de Administración y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de San Luis Potosí, para justificar su competencia, carece de toda fuerza legal pues no tienen naturaleza normativa, ya que constituyen una fuente de información actualizada de la organización y atribuciones de la estructura interna de cada secretaría de Estado, pero sin que dicha información que sumariamente se publica en el Periódico Oficial del Estado, pueda equipararse al carácter normativo que tienen los reglamentos interiores de las secretarías, que se prevén en el artículo 18 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; pero tampoco tienen un valor regulador jurídico ya que el papel de los manuales es sólo contar con información actualizada de tipo meramente administrativo, pues las leyes que prevé su existencia ni ninguna otra ley o dispositivo reglamentario le dan carácter normativo alguno, por tanto el manual de organización que se cita no puede ser fuente de competencia de ninguna autoridad. 

Tiene aplicación por analogía la Tesis Aislada de la Época: Octava Época,  Registro: 218238,  Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tomo X, Octubre de 1992, Materia(s): Administrativa, Tesis: Página: 373, que señala:  

“MANUAL GENERAL DE ORGANIZACION DE LA SECRETARIA DEL TRABAJO Y PREVISION SOCIAL. NO PUEDE EQUIPARARSE A UN REGLAMENTO O LEY. INAPLICABILIDAD DEL. El Subdirector "B" de Sanciones de la Dirección General de Asuntos Jurídicos de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, no es competente para emitir actos de molestia en ausencia de los Directores General de Asuntos Jurídicos y de Sanciones de la citada dependencia, ya que en el Manual General de Organización de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social que invoca para apoyar y justificar su competencia, este instrumento carece de toda fuerza legal pues dichos manuales de organización a que se refiere el artículo 19 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, no tienen naturaleza normativa, sino su papel simplemente es de ser una fuente de información actualizada de la organización y atribuciones de la estructura interna de cada secretaría de Estado, pero sin que dicha información que sumariamente se publica en el Diario Oficial de la Federación pueda equipararse al carácter normativo que tienen los reglamentos interiores de las secretarías, que se prevén en el artículo 18 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; pero tampoco tienen un valor regulador jurídico ya que el papel de los manuales es sólo contar con información actualizada de tipo meramente administrativo, pues ni la pluricitada Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, que prevé su existencia, ni ninguna otra ley o dispositivo reglamentario le dan carácter normativo alguno. En consecuencia, el manual de organización que se cita no puede ser fuente de competencia de ninguna autoridad. Además, de acuerdo con el sistema legal vigente, los órganos administrativos y sus atribuciones deben recogerse en principio en los reglamentos interiores de las secretarías de Estado, y siendo en la especie que dicha Subdirección "B" de sanciones no se encuentra prevista en el artículo 3 del Reglamento Interior de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, el órgano en cuestión es inexistente. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO..-Amparo directo 654/92. Ganaderos y Productores de Leche Pura, S. A. de C. V. 4 de junio de 1992. Unanimidad de votos. Ponente: José Méndez Calderón. Secretaria: Silvia Martínez Saavedra.”

Bajo esa premisa, se advierte que la diversa autoridad demandada el Subdirector de Administración y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de San Luis Potosí que emitió el acto reclamado, carece de competencia material y formal para conocer y resolver ese tipo de trámites; no obstante lo anterior, a nada práctico conduciría determinar la nulidad por incompetencia de la Autoridad, pues ello acarrearía que se emitirá únicamente una nueva resolución por la Autoridad competente reiterando el sentido de lo resuelto en el acto reclamado.
Por lo que se estima necesario precisar, que a efecto de respetar el principio de completitud en la impartición de justicia, propio de la garantía consagrada en el artículo 17 Constitucional, en el que se establece que siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los formalismos procedimentales; lo que se traduce en la obligación de examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquellos que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento, por tanto se debe precisar, que el estudio de los conceptos de impugnación formulados por la actora en el escrito de demanda, se estudiarán tomando en consideración para estudio preferente aquellos que otorguen mayor beneficio, a afecto de eliminar en su totalidad sus efectos y reenvíos innecesarios; esto es, debe traducirse en la satisfacción de la pretensión principal de la demanda de nulidad, generando la imposibilidad de un nuevo pronunciamiento por parte de la demandada que implicaría un nuevo juicio y un retardo de la justicia.

Tiene aplicación a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia visible en Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5, que a continuación se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional..- Contradicción de tesis 37/2003-PL. Entre las sustentadas por la Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 31 de agosto de 2004. Unanimidad de diez votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías.”

Precisado lo anterior, nos ocuparemos del concepto de impugnación número III que plantea el actor, el cual se examina con las manifestaciones expuestas por la autoridad demandada en su escrito de contestación y de las diversas constancias y probanzas ofrecidas por las partes que obran en autos de este expediente.
Concepto de impugnación que en la parte que interesa refiere: 

“…III.-  De igual forma, la totalidad de la resolución que ahora se recurre me causa agravio en virtud de que la misma carece del requisito de validez que para todo acto administrativo exige el articulo 164 fracción VI del Código de Procesal Administrativo  para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, pues in motivación y fundamentación en disposición alguna,  y franca contravención  de los establecido en los artículos 14 y 16 Constitucionales, en la misma y en mi perjuicio, se hace aplicación retroactiva de la ley, dado que tiene como supuesta fundamentan(sic) disposiciones legales que entraron en vigencia, algunas a partir del año 1990 (…) y otras después del 2000 dos mil.”
“…En efecto, en la determinación recurrida tiene como base para negar la petición y privarme  del derecho adquirido que tengo de haberlo adquirido del autor de la sucesión, quien edifico las casas cuando tanto el estado como el Municipio permitían la construcción con un frente menor de 4.00 cuatro metros  de frente, en la Ley de Desarrollo Urbano que entro en vigencia en el año 2000 dos mil, pues desde el año de 1990 mil novecientos noventa lo relativo a las dimensiones de las construcciones estaba regida por el Código Urbano y Ecológico del Estado de San Luis Potosí; el Plan de Centro de Población Estratégico de las Ciudades de San Luis Potosí-Soledad de Graciano Sánchez publicado  el 21 de agosto de 2003 dos mil tres.”

Concepto de impugnación que resulta fundado.
Lo anterior es así, toda vez que se advierte del contenido del Oficio ********** de fecha **********, folio número **********emitido por el  Subdirector de Administración y Desarrollo Urbano del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí, que constituye el acto reclamado, que se dictó sin la debida fundamentación y motivación a lo solicitado por el accionante, los cuales están concatenadas con los diversos principios de exhaustividad y congruencia, conforme a los cuales, la autoridad competente está obligada al emitir su fallo, de ocuparse de todas y cada una de las pretensiones que plantea la parte que pide, lo que se traduce en una violación al artículo 17 de nuestra Carta Magna, en contravención de los elementos y requisitos del acto administrativo que se establecen en los numerales 164 y 165 del Código Procesal Administrativo, que a la letra dicen: 

“ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:

I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;

II. Que su objeto esté previsto por el ordenamiento jurídico aplicable, determinado o determinable y preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar;

III. Cumplir con la finalidad de interés público, derivado de las normas jurídicas que regulen la materia;

IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana;

V.  Estar fundado y motivado;

VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y

VII. Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión.”

“ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:

I. Que cumpla con las formalidades del procedimiento;

II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;

III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas;

“IV. Que en su expedición se señale lugar y fecha de emisión;

“V. Tratándose de actos administrativos que deban notificarse deberá hacerse mención de la oficina en que se encuentra y pueda ser consultado el expediente respectivo, y

“VI. Tratándose de actos administrativos recurribles, deberá mencionarse el recurso que proceda y el término con que se cuenta para interponerlo, así como la autoridad ante la cual puede ser presentado.

“Cuando en el acto administrativo se omita señalar el término y recurso mencionados en el párrafo anterior, el impugnante contará con el doble del plazo que establecen las disposiciones legales para interponer el recurso correspondiente.”

Lo anterior es así, toda vez que la autoridad demandada omite atender la exigencia de fundamentación y motivación que está concatenada con los diversos principios de exhaustividad y congruencia, conforme a los cuales, la autoridad competente está obligada al emitir su fallo de ocuparse de todas y cada una de las pretensiones que plantea la parte que pide.

Pues la  congruencia, es un principio normativo que delimita el contenido de las resoluciones judiciales que deben pronunciarse, de acuerdo con el sentido y alcance de las peticiones formuladas por las partes; conforme a los cuales, la autoridad competente está obligada al emitir su fallo, de ocuparse de todas y cada una de las pretensiones que plantea la parte que pide, lo cual no aconteció en el caso que nos ocupa.

En efecto se advierte que el accionante en el escrito de fecha **********hizo una solicitud en relación a la reconsideración a la subdivisión  del inmueble ubicado en la calle ********** con una superficie de 412.08, con las medidas y colindancias que ahí señala, señalando que el mismo fue adquirido por sucesión, y que en los años de 1970-1990, se optó por dividir la propiedad en cuatro partes, construyendo tres casas habitación, cada una con muros propios y dejando una superficie sin fincar, circunstancias que fueron establecidas en los puntos 2 a la 5 de su ocurso, refiriendo los antecedentes de las construcciones en ese inmueble y bajo las circunstancias en que se autorizaron la subdivisión de las mismas; hechos sobre los cuales  fue omisa en pronunciarse  la demandada.

Bajo esa tesitura, resulta incuestionable que la demandada emitió una resolución carente de congruencia y exhaustividad, porque los motivos que expuso para negar lo peticionado por el hoy actor no corresponden al contenido íntegro de los solicitado en el escrito materia de esta controversia, lo que además, provocó que desatendiera los argumentos reales de lo que pedía, pues solo se concretó a justificar su negativa sin hacer alusión a las circunstancias en que se construyeron los inmuebles y las fechas en que se verificaron, así como a los hechos que acontecieron en las diversas autorizaciones de las casas que ahí se construyeron, lo que genera también que el acto reclamado se encuentre  emitido en violación al principio de la exacta aplicación de la ley, que rige en los actos administrativos, que atiende a la aplicación de la norma que regía en la fecha en que se verificaron los actos reclamados; pues la autoridad emisora erróneamente basa su negativa en estricto aplicación de una normatividad que tiene vigencia en la fecha en se solicitó la subdivisión del inmueble motivo de la controversia, no así en la que se debía aplicar atendiendo a los hechos en que se construyeron los tres inmuebles y en las cuales se autorizaron las subdivisiones que acompañe, lo cual es una situación que omitió por completo analizar la autoridad. 

En esa tesitura, resulta ilegal el acto reclamado, consistente en la negativa que determina la autoridad demandada en contestación al escrito presentado por el actor de fecha **********en razón de que se viola en perjuicio del accionante, la garantía consagrada en el artículo 17 de la Constitución Federal, al no haber dado cumplimiento a los principios de exhaustividad y congruencia correlativos al derecho y servicio de administración de justicia y lo establecido en los numerales 164 y 165 del Código Procesal Administrativo, en concordancia al principio de la exacta aplicación de la ley citado.
Por lo que la diversa autoridad demandada, el Subdirector de Administración y Desarrollo Urbano, Coordinación de Administración Urbana del Ayuntamiento de San Luis Potosí, deberá  remitir la instancia a la Dirección de Catastro y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de San Luis Potosí, que es la Autoridad competente para emitir la respuesta a la solicitud planteada por el actor, a efecto de que emita una respuesta a la solicitud planteada por la  promovente mediante el escrito en fecha **********debidamente fundada y motivada y congruente a lo peticionado, en la que cumpla con la obligación que aplicar el principio exacto de la ley en el acto administrativo que constituye materia de este juicio, bajo los lineamientos establecidos en esta sentencia.

Sirve de apoyo la tesis de Jurisprudencia de la Novena Época, con número de Registro: 188431,  Instancia: Segunda Sala,  Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XIV, Noviembre de 2001, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 52/2001, que dice: 

“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO. Si la ausencia de fundamentación de la competencia de la autoridad administrativa que emite el acto o resolución materia del juicio de nulidad correspondiente, incide directamente sobre la validez del acto impugnado y, por ende, sobre los efectos que éste puede producir en la esfera jurídica del gobernado, es inconcuso que esa omisión impide al juzgador pronunciarse sobre los efectos o consecuencias del acto o resolución impugnados y lo obliga a declarar la nulidad de éstos en su integridad, puesto que al darle efectos a esa nulidad, desconociéndose si la autoridad demandada tiene o no facultades para modificar la situación jurídica existente, afectando la esfera del particular, podría obligarse a un órgano incompetente a dictar un nuevo acto o resolución que el gobernado tendría que combatir nuevamente, lo que provocaría un retraso en la impartición de justicia. No obsta a lo anterior el hecho de que si la autoridad está efectivamente facultada para dictar o emitir el acto de que se trate, pueda subsanar su omisión; además, en aquellos casos en los que la resolución impugnada se haya emitido en respuesta a una petición formulada por el particular, o bien, se haya dictado para resolver una instancia o recurso, la sentencia de nulidad deberá ordenar el dictado de una nueva, aunque dicho efecto sólo tuviera como consecuencia el que la autoridad demandada se declare incompetente, pues de otra manera se dejarían sin resolver dichas peticiones, instancias o recursos, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”

En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo establecido en los numerales 250 fracciones I y II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado consistente en el Oficio ********** de fecha 5 de mayo de 2017, folio  número **********emitido por el Subdirector de Administración y Desarrollo Urbano del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí; y por consecuencia la NULIDAD del mismo, dejándolo sin efectos legales, de acuerdo a los razonamientos precisados y para los efectos referidos en el Considerando Sexto de la presente sentencia. 

Por lo cual, en base a los numerales 256 y 257 del Código Procesal Administrativo  para el estado de San Luis Potosí, dígasele a la autoridad demandada, que una vez que cause ejecutoria la presente sentencia, esta Sala le prevendrá, para que dentro del término de diez días informe sobre su cumplimiento, y en caso de no hacerlo, la requerirá, para que dentro del término de cinco días de cumplimiento o demuestre que se encuentra en vías de ejecución, con los apercibimientos legales que procedan.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado, decretándose la NULIDAD TOTAL del mismo, dejándola sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados y para los efectos referidos en el Considerando Sexto de la presente sentencia. 

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por oficio a la autoridad demandada, con copia autorizada de esta resolución. 

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- RUBRICAS.-

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí". 

